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A todas y todos los que alzaron su voz por


la profesión de la Educación Física y


Deportiva, a quienes salieron a las calles


para dignificarla.


A quienes en su alma saben que lo que


hacen las educadoras y educadores físico


deportivos, con conocimiento basado en la


evidencia, mejora nuestra sociedad y


avanza hacia un mundo más sostenible.




AUTORÍA


AUTORÍA


Dra. Carlota Díez Rico. Licenciada en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte en 2011 por la Universidad Alfonso X El Sabio, donde continuó su trayectoria académica con el Máster Universitario en Metodología de la Investigación en Ciencias de la Salud y, posteriormente, el Doctorado en Investigación en Salud Intra y Extrahospitalaria. Se doctoró en 2015 con la tesis titulada “Efecto de un programa de entrenamiento en condiciones de inestabilidad sobre parámetros funcionales, psicológicos, mecánicos y fisiológicos en personas mayores de 65 años”. En 2017 se tituló en el Máster Universitario en Dirección de Organizaciones e Instalaciones de la Actividad Física y del Deporte de la Universidad de Alcalá. Ha ejercido la profesión de la Educación Física y Deportiva en los ámbitos de la preparación física, el ejercicio físico orientado a la salud y la dirección científico-técnica en diferentes empresas y otras organizaciones.


Desde 2014 está vinculada a la Organización Colegial de la Educación Física y Deportiva. Primero coordinando los Comités de “Deporte y Salud en grupos y personas de riesgo” tanto del Consejo COLEF (2014-2016), como de COPLEF Madrid (2014-2015). Después como Secretaria de COPLEF Madrid (2015-2017). Y desde 2018 hasta la actualidad forma parte del equipo profesional del Consejo COLEF, donde ejerce como coordinadora de proyectos. Esta experiencia vinculada a los colegios profesionales le ha llevado a especializarse en la profesión y su normativa, así como a cursar el Grado en Derecho para un mejor desempeño de sus funciones laborales.


Dr. Alberto Palomar Olmeda. Letrado de la Seguridad Social, Magistrado de lo Contencioso-Administrativo en Madrid y Profesor Titular (Acred) de Derecho Administrativo de la Universidad Carlos III, entre otras responsabilidades. Cuenta con una dilatada trayectoria profesional en el entorno jurídico y académico, en especial en materia de Derecho Administrativo y Derecho del Deporte. En el ámbito de la Administración Pública, ha ocupado cargos como la secretaría general del Boletín Oficial del Estado; las direcciones de gabinete de los secretarios de Estado de Administración Pública, de Justicia y de Deporte; la dirección de la Inspección de Servicios del Ministerio de Presidencia y la subdirección general de deporte profesional, entre otros. En materia académica y editorial, cuenta con una prolífica obra, y es miembro además de la Academia de Jurisprudencia y Legislación, director de la revista Aranzadi de Derecho del Deporte y del Entretenimiento, director del Master de Derecho Deportivo de la Universidad de Valencia Y ha sido reconocido, entre otros méritos, con la Cruz Distinguida de 1ª Clase de la Orden de San Raimundo de Peñafort, máxima distinción del Gobierno a un abogado por su trayectoria y excelencia profesional.


Gil Manuel Perea Crespillo. Doble graduado en Derecho y Gestión y Administración Pública por la Universidad de Sevilla. Ha cursado, además, el Máster en Derecho de la Unión Europea en la Universidad Libre de Bruselas y el Máster en el ejercicio de la Abogacía por la Universidad Internacional de la Rioja. Desde 2018 ejerce profesionalmente la abogacía en el despacho profesional de BROSETA Abogados, asesorando a numerosos clientes en diferentes asuntos en el ámbito del Derecho Administrativo y Derecho Deportivo. Además de la realización de su actividad profesional, es autor de diferentes trabajos académicos relacionados con diversas materias jurídicas mediante la publicación en revistas especializadas en este ámbito. Igualmente, colabora con distintas instituciones académicas mediante la impartición de enseñanza en másters universitarios y cursos de especialización como el Máster en Derecho Deportivo de la Universidad Internacional de la Rioja.
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RELACIÓN DE REVISORAS Y REVISORES


Orden alfabético


Dr. Albert Aliaga Rodés. Fue Secretario general del Consejo COLEF desde 2008 hasta 2012. Su pasión por la Revista Española de Educación Física y Deportes (REEFD) no solo le ha llevado a ser el coleccionista más afamado de la misma, sino también a la elaboración de dos tesis doctorales: una sobre la evolución y tendencias de la Revista desde 1949 hasta 2009, defendida en el año 2013; otra sobre la publicidad y la sociedad de la época a través de las 7.257 referencias informativas y anuncios de la Revista, desde 1949 hasta 1975, defendida en el año 2022. Su contribución a la revalorización de los archivos de la Organización Colegial le valió para que se le distinguiese con el título de Bibliotecario de Honor del Consejo COLEF.


Elena Córdoba Azcárate. Abogada independiente y responsable de Relaciones Internacionales de Unión Profesional. Su amplia trayectoria en la asociación estatal que aúna a las profesiones colegiadas españolas le ha permitido tratar con diversidad de políticas y normativas, tanto europeas como nacionales, que tienen un impacto significativo en la sociedad civil y en el subsector de las profesiones liberales. La experiencia adquirida le ha servido para especializarse en política de reconocimiento de cualificaciones profesionales en el ámbito comunitario y, a su vez, ser una de las juristas españolas más expertas en el test de proporcionalidad que debe adoptarse ante la regulación de cualquier profesión. Su experiencia en derecho de la Unión Europea la llevó a ser seleccionada en 2020 por la Comisión Europea como una de las 19 expertas que conforman la plataforma europea Fit For Future, encargada de revisar y evaluar la legislación de la UE.


Fernando Paris Roche. Presidente de la Federación de Asociaciones de Gestión del Deporte de España (FAGDE) desde 2021. Se ha dedicado a la gestión y dirección deportiva desde 1982. Ha sido Jefe del Servicio Municipal de Deportes del Ayuntamiento de Zaragoza, Director General de Deportes de Aragón y, entre 1988 y 1993, Director del Gabinete del Secretario de Estado para el Deporte. Además, dirigió, durante 15 años, una oficina de consultoría en gestión deportiva. Su especialización en dirección de proyectos le llevó a trascender más allá del sector deportivo, ocupando durante varios años la jefatura de la oficina de estudios, asesoramiento económico y diseño de servicios del Ayuntamiento de Zaragoza.


Javier Portela Hernández. Director general y gerente del Consejo COLEF desde el año 2016. Licenciado en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte por la Universidad de Granada continuó su formación en el área de la dirección y gestión deportiva cursando, entre otros, MBA in Sports Management, postgrado en dirección de programas fitness-wellness, máster en dirección de marketing, venta y estrategia digital, máster en dirección y gestión de colegios profesionales y el curso Experto Universitario en Protocolo Deportivo de la UPM entre otros. Previo a su paso por la corporación colegial asumió cargos como el de coordinador nacional de operaciones & product manager de la cadena de gimnasios Vivagym Group, el de director y organizador de eventos deportivos en Corporate Club y en la Agrupación Catalana de Fútbol Amateur, y el de coordinador/responsable del Complex Esportiu Municipal Teixonera Vall d’Hebron en la ciudad de Barcelona.


José Luis Hernández Vázquez. Como presidente del Colegio Nacional de Profesores de Educación Física, fue impulsor y artífice de su conversión a corporación de derecho público y, en consecuencia, primer presidente del Colegio Oficial. Su labor y empeño llevó a que la profesión tuviera el rango normativo de titulada y colegiada. Posteriormente fue Director del INEF de Madrid (1986-1994), donde tuvo lugar gran parte de su carrera ejerciendo la docencia universitaria y la investigación. Fue director del Centro de Alto Rendimiento y de Investigación en Ciencias del Deporte, órgano del Consejo Superior de Deportes.


Dr. José Luis Pastor Pradillo. Ex Director de la Revista Española de Educación Física y Deportes (REEFD). Ocupó diversos cargos en la Organización Colegial, desde los años ‘70 del siglo XX, incluida la Secretaría General del Consejo COLEF. Su labor académica ha contribuido a preservar la historia de la profesión a través de diferentes obras, entre las que destacan ‘El espacio profesional de la educación física en España: génesis y formación (1883-1961)’ y ‘Definición y desarrollo del espacio profesional de la educación física en España (1961-1990)’. Fue docente de la Universidad de Alcalá, y ahora es Profesor Emérito de la misma.


Dr. Julián Espartero Casado. Jurista experto en Derecho Deportivo. Presidente del Tribunal Administrativo del Deporte desde 2018. También es miembro del Tribunal del Deporte de Castilla y León. Fue Decano de la Facultad de Ciencias de la Actividad Física y del Deporte de la Universidad de León desde 2012 a 2018, donde ha sido docente desde 1990. Entre sus especialidades destaca la regulación de las titulaciones y de los profesionales del deporte, sobre lo que ha publicado varios artículos, capítulos y libros de referencia en el sector.


Dra. Lidia Brea Alejo. Profesora e investigadora de la Universidad Europea de Madrid, donde ha coordinado el Grado en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte y ha dirigido el Máster en Actividad Física y Salud. Miembro del Instituto de Investigación i+12 del Hospital Universitario 12 de Octubre. y del equipo VEnCE (Vive, Entrena, Cáncer Enfrenta). Desde 2020 dirige el área de Educación Física y Deportiva para la Salud del Consejo COLEF, y lideró el proceso de defensa de las competencias en salud del Grado en CAFyD en el procedimiento judicial que dio lugar a la STSJ M 4945/2021, de 7 de mayo.


Dr. Manuel Guillén del Castillo. Impulsor y presidente de la Academia de las Ciencias de la Actividad Física y del Deporte (ACAFDE), asociación con vocación de formalizarse como corporación de derecho público. Doctor en Medicina y Cirugía y Licenciado en Educación Física. Académico de la Real Academia de Ciencias, Bellas Letras y Nobles Artes de Córdoba desde 2015. Ha sido Director del Centro de Estudios Olímpicos de la Universidad de Córdoba, y actualmente es Director del Aula Olímpica del Real Círculo de la Amistad de Córdoba.


Dr. Miguel Ángel Delgado Noguera. Su labor como docente universitario y referente de la enseñanza de la Educación Física escolar le ha valido para obtener numerosas distinciones, entre las que se encuentran el Premio del Consejo COLEF en 1997, y la Medalla de Bronce de la Real Orden del Mérito Deportivo en 2009. Su amplia obra sobre los estilos de enseñanza es imprescindible para cualquier profesional de la Educación Física y Deportiva. Fue profesor del INEF de Madrid y del de Granada. En éste último fue el primer director, además de formar parte del equipo de gobierno de la primera Facultad, como Vicedecano de Ordenación Académica.


Dra. Nuria Puig i Barata. Socióloga del deporte de referencia. Desarrolló su carrera docente e investigadora, ostentando el grado de catedrática, en el INEF de Barcelona. En 2006 ingresó en la Real Orden del Mérito Deportivo, en la categoría de Medalla de Bronce. Presidió la Asociación Española de Investigación Social Aplicada al Deporte. Ha coordinado el Grupo de Investigación Social y Educativa en Actividad Física y Deporte (GISEAFE) del INEFC. Impulsó y dirigió el Observatorio Catalán del Deporte. Parte de su trabajo se centra en el análisis del mercado de trabajo en el deporte, y en especial de las personas tituladas universitarias en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte.


Dr. Rafael Martín Acero. Decano de la Facultad de Ciencias del Deporte y la Educación Física de la Universidad de A Coruña (actualmente y en varios periodos anteriores), donde ejerce como docente e investigador desde 1991, y desde 2019 con el rango de Catedrático. Fue seleccionador español de Velocidad en Atletismo femenino (1986-1992) y coordinador técnico de Atletismo del Centro de Alto Rendimiento Sant Cugat (1988-1991). Presidió la Conferencia de Decanos de Facultades de CAFyD y también la Asociación Española de Ciencias del Deporte (AECD).


Dr. Vicente Gambau i Pinasa. Presidente del Consejo COLEF desde 2012, y anteriormente presidente del COLEF Galicia (2008-2012). Durante su presidencia en el Consejo General ha propiciado la incorporación de éste en Unión Profesional, ha culminado la profesionalización de la corporación colegial y ha impulsado su actualización jurídica. Desde 1994 es docente en la Facultad de Ciencias del Deporte y la Educación Física de la Universidad de A Coruña, centrándose en el ámbito de la dirección y gestión deportiva. Se ha especializado en Dirección de Marketing Deportivo, de Proyectos Deportivos (es Project Management Professional) y últimamente en el estudio del espacio profesional. Pertenece como Investigador del grupo INCIDE de la UDC con un sexenio investigador. En su trayectoria profesional ha ejercido ocupaciones, entre otras, de monitor de actividades extraescolares y recreativas, director de “estades esportives”, preparador físico de tenis, formador de técnicos deportivos, entrenador de balonmano, profesor de educación física, director gerente de instalaciones deportivas, miembro del COOB en los Juegos olímpicos y Paralímpicos de Barcelona ‘92, técnico municipal de deportes y ha asumido responsabilidades directivas en clubes deportivos, ACGEP, AEISAD y AGAXEDE.


Dr. Víctor Jiménez Díaz-Benito. Ha sido profesor e investigador en la Universidad Camilo José Cela y en la Universidad de Alcalá. Doctor en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte por las Universidades Politécnica y Autónoma de Madrid, centra su investigación en estudiar la organización de las entidades, los servicios y los entornos de realización de actividad física y del deporte; analizar las barreras y demandas asociadas a la práctica de actividad física y del deporte en los grupos sociales más discriminados para dicha práctica; y examinar la influencia del estilo de vida activo y las condiciones laborales sobre los determinantes de la salud. En 2016 fundó la empresa APS GOOD SHAPE SLU, una firma especializada en el diseño e implantación de programas de ejercicio físico en el lugar de trabajo. Ha formado parte de la Asociación de Gestores Deportivos de Castilla-La Mancha (AGDCM), ocupando, entre otros cargos, el de Director de Formación.
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ABREVIATURAS





	
%TEE:

	Porcentaje sobre el total de alumnado egresado de todas las enseñanzas.





	
AAESS:

	Australian Association for Exercise and Sports Science.





	
AC:

	Área de competencia.





	ACAFDE:

	Academia de las Ciencias de la Actividad Física y del Deporte de España.





	
ACI:

	Adaptaciones curriculares individuales.





	
ACSM:

	American College of Sport Medicine.





	
AD:

	Auxiliar deportivo de competición.





	
AE:

	Alumnado egresado.





	AECD:

	Asociación Española de Ciencias del Deporte.





	
AEHESIS:

	Aligning a European Higher Education Structure in Sport Science.





	
AF:

	Actividad física.





	
AF. C. AJENA:

	Afiliados por cuenta ajena.





	
AF. C. PR. Y AJ.: Afiliados por cuenta propia y ajena.





	
AF. C. PROPIA: Afiliados por cuenta propia.





	
AFD:

	Actividad física y deportiva.





	
ANECA:

	Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación.





	
ANECAFYDE:

	Asamblea Nacional de Estudiantes de CAFyD de España.





	
Art.:

	Artículo.





	
ATAM:

	Asociación Telefónica de Asistencia a Minusválidos.





	
ATC:

	Auto del Tribunal Constitucional.







	
Ayto.:

	Ayuntamiento.





	
BOA:

	Boletín Oficial de Aragón.





	
BOC:

	Boletín Oficial de Cantabria.





	
BOCAN:

	Boletín Oficial de Canarias.





	
BOCCLM:

	Boletín Oficial de las Cortes de Castilla-La Mancha.





	
BOCM:

	Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid.





	
BOCV:

	Boletín Oficial de las Cortes Valencianas.





	
BOCyL:

	Boletín Oficial de Castilla y León.





	
BODND:

	Boletín Oficial de la Delegación Nacional de Deportes.





	
BODNEFD:

	Boletín Oficial de la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes.





	
BOE:

	Boletín Oficial del Estado.





	
BOGC:

	Boletín Oficial de las Cortes Generales.





	
BOIB:

	Boletín Oficial de las Illes Balears.





	
BOJA:

	Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.





	
BON:

	Boletín Oficial de Navarra.





	
BOP AL:

	Boletín Oficial de la Provincia de Almería.





	
BOP BU:

	Boletín Oficial de la Provincia de Burgos.





	
BOP CP:

	Boletín Oficial de la Provincia de Castellón de la Plana.





	
BOP CR:

	Boletín Oficial de la Provincia de Ciudad Real.





	
BOP HU:

	Boletín Oficial de la Provincia de Huelva.





	
BOP MU:

	Boletín Oficial de la Provincia de Murcia.





	
BOP OR:

	Boletín Oficial de la Provincia de Orense.





	
BOP PO:

	Boletín Oficial de la Provincia de Pontevedra.





	
BOP SA:

	Boletín Oficial de la Provincia de Salamanca.





	
BOP SE:

	Boletín Oficial de la Provincia de Segovia.





	
BOP:

	Boletín Oficial de la Provincia.





	
BOPA:

	Boletín Oficial del Principado de Asturias.





	
BOPC:

	Boletín Oficial del Parlamento de Canarias.







	
BOPPV:

	Boletín Oficial del Parlamento Vasco.





	
BOPV:

	Boletín Oficial del País Vasco.





	
BOR:

	Boletín Oficial de La Rioja.





	
BORM:

	Boletín Oficial de la Región de Murcia.





	
C. de Madrid:

	Comunidad de Madrid.





	
C. Valenciana:

	Comunidad Valenciana.





	
CAFyD:

	Ciencias de la Actividad Física y del Deporte.





	
CCAA:

	Comunidades Autónomas.





	
CCAFYDEs:

	Tituladas y titulados universitarios en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte.





	
CE:

	Constitución Española.





	CENDOJ:

	Centro de Documentación Judicial.





	CESE:

	Comité Económico y Social Europeo.





	
CGCFE:

	Consejo General de Colegios de Fisioterapeutas de España.





	
CKA:

	Canadian Kinesiology Alliance.





	
CNO:

	Clasificación Nacional de Ocupaciones.





	
CNPEF:

	Colegio Nacional de Profesores de Educación Física.





	
COLEF:

	Colegio/s Oficial/es de Licenciados en Educación Física y en CAFyD.





	
Comport.:

	Comportamiento.





	
Consejo COLEF: Consejo General de Colegios Oficiales de Licenciados en EF y en CAFyD.





	
COPEF:

	Colegio Oficial de Profesores de Educación Física.





	
COPLEF:

	Colegio/s Oficial/es de Profesores y Licenciados en Educación Física.





	
COPLEFC:

	Colegio Oficial de Licenciados en EF y en CAFyD de Catalunya (en la actualidad).





	
CSD:

	Consejo Superior de Deportes.





	
D. N. D.:

	Delegación Nacional de Deportes.





	
DD:

	Director deportivo.





	
DOCM:

	Diario Oficial de Castilla-La Mancha.







	
DOE:

	Diario Oficial de Extremadura.





	
DOG:

	Diario Oficial de Galicia.





	
DOGC:

	Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya.





	
DOGV:

	Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.





	
DOMG:

	Diario oficial del Ministerio de la Guerra.





	
DOUE:

	Diario Oficial de la Unión Europea.





	DPC:

	Desarrollo Profesional Continuo.





	
DSCDC:

	Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisiones.





	
ECTS:

	European Credit Transfer and Accumulation System.





	
ED:

	Entrenador deportivo.





	
EDRE GM:

	Enseñanzas Deportivas de Régimen Especial de Grado Medio.





	
EDRE GS:

	Enseñanzas Deportivas de Régimen Especial de Grado Superior.





	
EDRE:

	Enseñanzas Deportivas de Régimen Especial.





	
EF:

	Educación Física; también educador físico.





	
EFD:

	Educación Física y Deportiva; también educadora o educador físico deportivo.





	
EGB:

	Educación General Básica.





	
EN:

	Entrenador.





	EQF:

	European Qualifications Framework.





	
F.E.T. y de las J.O.N.S.: Falange Española Tradicionalista y de las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista.





	
FED:

	Formaciones estrictamente federativas (exceptuando fútbol).





	
FIEP:

	Federación Internacional de Educación Física.





	
FJ:

	Fundamento Jurídico.





	
FP GM:

	Ciclos Formativos de Grado Medio.





	
FP GS:

	Ciclos Formativos de Grado Superior.





	
FP:

	Formación Profesional.





	
GD:

	Guía en el medio natural.





	
Gral.:

	General.







	
HPCSA:

	Health Professions Council of South Africa.





	
ICSPE:

	International Council of Sport and Physical Education.





	
ID:

	Instructor deportivo.





	
IMI:

	Sistema de Información del Mercado Interior.





	
INE:

	Instituto Nacional de Estadística.





	
INEF:

	Instituto Nacional de Educación Física.





	
INP:

	Instituto Nacional de Previsión.





	
INSALUD:

	Instituto Nacional de la Salud.





	
LBSS:

	Ley de 25 de noviembre de 1944, de Bases de Sanidad Nacional.





	
LEF:

	Licenciado o Licenciada en Educación Física.





	
LGS:

	Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad.





	
LGSP:

	Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública.





	
LOE:

	Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.





	
LOGSE:

	Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación Gral. del Sistema Educativo.





	
MD:

	Monitor deportivo.





	
Min.:

	Ministerio.





	
Núm.:

	Número.





	
OCDE:

	Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos.





	
OMS:

	Organización Mundial de la Salud.





	
PF:

	Preparador físico.





	
PNL:

	Proposición no de Ley.





	
Prof. EF:

	Profesor de Educación Física.





	
PT:

	Formaciones de Periodo Transitorio.





	
R. de Murcia:

	Región de Murcia.





	R.D.:

	Real Decreto.





	
REEFD:

	Revista Española de Educación Física y Deportes.





	
Reg.:

	Registro.





	
RPT:

	Relación de Puestos de Trabajo.







	
RUCT:

	Registro de Universidades, Centros y Títulos.





	
SAP BA:

	Sentencia de la Audiencia Provincial de Badajoz.





	
SAP V:

	Sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia.





	
Sec.:

	Sección.





	
SEPE:

	Servicio Público de Empleo Estatal.





	
SICA:

	Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo.





	
SJCA BA:

	Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Barcelona.





	
SJCA GI:

	Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Girona.





	
SJP:

	Sentencia del Juzgado de lo Penal.





	
SJP CS:

	Sentencia del Juzgado de lo Penal de Catellón.





	
SRC:

	Seguro de Responsabilidad Civil.





	
SSTC:

	Sentencias del Tribunal Constitucional.





	
STC:

	Sentencia del Tribunal Constitucional.





	
STJUE:

	Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.





	
STS:

	Sentencia del Tribunal Supremo.





	
STSJ AND:

	Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.





	
STSJ AR:

	Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón.





	
STSJ CAT:

	Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya.





	
STSJ CV:

	Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana.





	
STSJ GAL:

	Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia.





	
STSJ M:

	Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.





	
STSJ PV:

	Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco.





	
TAFAD:

	Técnico Superior en Animación de Actividades Físicas y Deportivas.





	
TD:

	Técnico Deportivo.





	
TECO:

	Técnico en Conducción de Actividades Físico-Deportivas en el Medio Natural.





	
TGMNTL:

	Técnico en Guía en el Medio Natural y de Tiempo Libre.





	
TRAGSA:

	Empresa de Transformación Agraria, S.A., S.M.E., M.P.





	
TSAF:

	Técnico Superior en Acondicionamiento Físico.







	
TSEAS:

	Técnico Superior en Enseñanza y Animación Sociodeportiva.





	
UE:

	Unión Europea.
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PRÓLOGO I


D. VICENTE GAMBAU I PINASA


Presidente del Consejo COLEF


Profesor titular del área de dirección y gestión del departamento de


Educación Física y Deportiva, UDC


Nuestro colectivo mantiene una histórica reivindicación para la regulación estatal de su espacio profesional. Desde siempre hemos ambicionado que el acceso y ejercicio de determinadas actividades profesionales estuviesen reservados a profesionales con titulación universitaria en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte.


No se puede justificar una reserva de actividad por la petición de un colectivo, sino por la existencia de una razón imperiosa de interés general, que va en contra de la universal tendencia hacia la libre competencia y el libre mercado, y que en nuestro caso se fundamenta en la vinculación de la actividad profesional a la salud, a la seguridad, a la protección de colectivos específicos, al cumplimiento constitucional de los derechos de la ciudadanía, a la protección de las personas consumidoras y usuarias o, incluso, a la protección del medio ambiente.


Ante la inacción de los diferentes Gobiernos del Estado, en estos últimos años, y tras el intento fallido del proceso de elaboración de una ley estatal de determinadas profesiones del deporte (2004-2011), las Comunidades Autónomas han tomado la iniciativa y han regulado el acceso y ejercicio profesional del deporte mediante leyes específicas o incluyéndolo en leyes generales del deporte.


La regulación estatal de nuestra profesión siempre ha sido un fin esencial de la Organización Colegial, pero nada sencillo. En el sector de la educación física, la actividad física y del deporte los servicios cada vez son más heterogéneos y en él conviven numerosas personas prestadoras de los servicios con diferentes niveles de cualificación.


Los textos legales de las Comunidades Autónomas han complicado el panorama al identificar de forma desigual determinadas ocupaciones y actividades en cada territorio, por no diferenciar los niveles de cualificación de las y los profesionales, por confundir al Profesor de Educación Física con la profesión existente en el ordenamiento jurídico actual del Licenciado/a en Educación Física y en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte, y por la dudosa interpretación jurídica final.


Las leyes autonómicas no han creado “profesiones tituladas” (competencia del Estado), sino que han procedido a regular la “capacitación oficial” para el ejercicio de una actividad deportiva por razones de interés público, en los términos aceptados por el Estado en los distintos Acuerdos resultantes de las Comisiones Bilaterales para evitar su inconstitucionalidad.


Además, para conseguir el objetivo de la ordenación estatal del espacio profesional se deben conseguir dos objetivos esenciales más para la profesión, y que en estos momentos están en marcha: la actualización de los Estatutos colegiales que conllevan una nueva denominación, y la vinculación de la profesión con el título universitario de Grado en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte mediante un acuerdo del Consejo de Ministros y la publicación de la correspondiente orden ministerial.


Un marco normativo estatal que identifique y armonice de forma ordenada y proporcional el acceso y ejercicio profesional, es decir, que un criterio clave sea la coherencia entre la complejidad del servicio deportivo prestado y el nivel de cualificación requerido en los diferentes subsectores del deporte sería la SOLUCIÓN de un escenario profesional que genera graves perjuicios para las personas con mayor cualificación del sector y, a su vez, genera inseguridad en las personas que reciben servicios de educación física, actividad física y deporte. A pesar de los excelentes datos cuantitativos del crecimiento del empleo del sector deportivo en España, una aproximación cualitativa detecta complicaciones como las siguientes:


− Los Estatutos colegiales están desactualizados y dificulta el normal funcionamiento y consecución de objetivos colegiales y sociales.


− El título universitario de acceso no es habilitante para el ejercicio profesional, ya que de momento no es un título de profesión regulada.


− Hay incoherencias en el reconocimiento como profesión regulada por parte de la Administración del Estado.


− El desarrollo normativo autonómico se ha realizado sin distinguir los niveles de cualificación de las personas profesionales, generando equiparación entre profesionales, ejerciendo las mismas actividades independientemente de si su formación es universitaria o no universitaria.


− No se contemplan profesionales titulados y colegiados dentro de los grupos ocupacionales del convenio colectivo sectorial; lo que luego genera precariedad y subempleo.


− Una parte de la regulación de servicios deportivos se hace desde otras administraciones con la consiguiente incoherencia de criterios, como es el caso del turismo activo.


− Aumentan las formaciones de todo tipo con sobredimensión de competencias sin respetar el nivel de cualificación.


− Todavía hay territorios sin regulación, y otros sin una aplicación real de desarrollos reglamentarios, por lo que se mantiene el problema del intrusismo y/o del ejercicio irregular sin garantías hacia la ciudadanía por parte de numerosos prestadores de servicios.


− El nivel de economía sumergida es superior a otros sectores.


− Hay una inversión fallida en la formación universitaria que luego agrava la dignificación y el prestigio profesional.


− Son constantes los litigios en el acceso a la Administración Pública por irregularidades en los requisitos de acceso a actividades de obligada cualificación.


− Existen incoherencias en el acceso a la docencia de la materia de Educación Física en los centros escolares al flexibilizar exigencias de especialización.


− Etc.


A este panorama preocupante se le añade la dificultad conceptual del sector de las profesiones que lleva a confundir la profesión con la titulación.


La Ley Orgánica 6/2001 de Universidades (LOU) quebró la tradicional concordancia entre titulaciones y profesiones y, si a ello añadimos que dentro del Espacio Europeo de Educación Superior (EEES) se ha implementado el nuevo Grado en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte, los cambios en la formación inicial han sido sustanciales. Por otro lado, existe una enorme ambigüedad en la aplicación del actual régimen jurídico de profesiones reguladas y del modelo vigente de colegios profesionales (ambos están pendientes de una nueva regulación). Esta indefinición, unida a la actual denominación de la profesión, que corresponde a títulos extinguidos, está provocando serios problemas para el avance del espacio profesional.


Uno de los resultados de estas complicaciones es la propagación de creencias y posicionamientos basados en la errónea idea del libre mercado en un servicio de interés general, o en la supremacía de las cifras de inserción laboral de los egresados universitarios frente al nivel de cualificación, o la equívoca consideración de que la colegiación es voluntaria, o el “negacionismo” de la existencia de una profesión regulada, titulada y colegiada, en el actual ordenamiento jurídico vigente.


Nos encontramos ante la combinación perfecta para tener un sector desarmonizado y desordenado que atiende mejor a algunos intereses particulares orientados en empoderar a personas sin la formación adecuada (y de bajo coste), y privando a la ciudadanía del reconocimiento y competencia de las y los profesionales universitarios.


Para lograr la regulación profesional estatal e intentar solucionar todos estos inconvenientes del sistema de empleo, no solo será necesaria la voluntad del legislador y un consenso de las partes interesadas, sino que hay un requisito de obligado cumplimiento, marcado desde Europa, que es la elaboración del test de proporcionalidad.


Las autoridades competentes, para introducir o modificar requisitos para el acceso o ejercicio a una profesión regulada deben realizar las evaluaciones de proporcionalidad para determinar si existe una razón imperiosa de interés general basada en un derecho fundamental y si la norma está dentro de los límites de los principios de no discriminación, idoneidad, necesidad y proporcionalidad.


La proporcionalidad, en una regulación ordenada de los servicios profesionales, permite diferenciar entre el máximo nivel de cualificación de las y los profesionales de la Educación Física y Deportiva con titulación universitaria en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte del resto de personas técnicas con nivel de cualificación no universitaria.


La Comisión Permanente del Consejo COLEF, consciente de los esenciales objetivos de conseguir el reconocimiento jurídico como profesión regulada, titulada y colegiada, de proporcionar un ordenamiento sensato del espacio profesional y de la normalización del funcionamiento como corporación de derecho público, decidió abordar este test de proporcionalidad desde 2016.


Estamos ante un laborioso, complejo y exhaustivo trabajo que marca un hito importante para la Organización Colegial. El contenido del texto aborda los servicios de Educación Física y Deportiva dentro de las políticas públicas de educación y salud; repasa la evolución de la profesión y de la titulación de acceso a la misma en España; identifica todo tipo de regulación existente que ha generado reservas de actividad en los diferentes ámbitos del sector de la Educación Física y Deportiva; y analiza el mercado laboral actual en España y en el mundo.


Un aspecto clave, aportación genuina de esta obra, es la determinación de los actos profesionales de las educadoras y educadores físico deportivos; así como la concreción del papel del Colegio Profesional como corporación ordenadora de la Educación Física y Deportiva en España.


En nombre de todo el colectivo colegial, deseo agradecer sinceramente la gran aportación realizada a nuestra Profesión. Destacar la admirable dedicación, esfuerzo y pericia de la autora principal del texto, la Dra. Carlota Díez, y también la notable participación de nuestros asesores jurídicos: D. Alberto Palomar y D. Gil Manuel Perea.


A valorar muy positivamente las aportaciones de toda la Comisión Permanente y de miembros plenarios, de las meritorias contribuciones de la Presidenta de Unión Profesional, Dª Victoria Ortega y de la revisión enriquecedora de cada una de las personas del equipo revisor oficial.


Y con un contenido excelente, el formato no podría ser de otra forma. Esta extraordinaria presentación es gracias al diseño, maquetación y edición de nuestro Director-Gerente D. Javier Portela.


Por último, y convencido de la gran contribución a la profesión, mil gracias por el interés y compromiso a las personas que están consultando este documento para consolidar un nuevo aprendizaje que es muestra del compromiso y la responsabilidad profesional para conseguir una sociedad con un estilo de vida activo y con mayor bienestar, mediante una Educación Física y Deportiva de calidad, saludable y segura.




PRÓLOGO II


DÑA. VICTORIA ORTEGA BENITO


Presidenta de Unión Profesional


Vicepresidenta Primera del Consejo Europeo de Profesionales Liberales


Presidenta del Consejo General de la Abogacía Española


Atravesamos tiempos de cambio a nivel global, en todos los ámbitos. Tiempos en los que el sector de los servicios europeos y el subsector de los servicios profesionales se encuentran en un proceso de liberalización sin precedentes. Es por ello, ahora más que nunca, cuando debemos resaltar la posición y especificidad de las profesiones en Europa, pues estas encuentran su vocación en el servicio al interés general y conforman una auténtica categoría social que a lo largo de la historia ha supuesto un ejemplo máximo de vertebración social y económica permanentemente recogida en las disposiciones del Tratado Constitutivo de las Comunidades Europeas de 1957 y en todas sus posteriores modificaciones.


Los diez capítulos que componen este trabajo sobre ‘La profesión de la Educación Física y Deportiva y su regulación’ nos invitan a adentrarnos en la historia de esta profesión y a advertir como ésta ha sabido ir adaptándose a las realidades de una sociedad cambiante que ha exigido un trabajo constante e incesante encaminado a garantizar la mayor calidad de los servicios profesionales que redunden en el interés y la protección de los usuarios de sus servicios a lo largo del tiempo.


Este trabajo, me consta, parte de una auténtica vocación profesional. El Consejo General de Colegios Oficiales de la Educación Física y Deportiva, su Presidente Vicente Gambau i Pinasa, su equipo y los colaboradores de esta obra acometen una encomiable labor desde el más profundo conocimiento sobre la profesión, su historia y su desarrollo. Una exhaustiva revisión bibliográfica lleva al lector a adentrarse en lo que podemos considerar como un auténtico ‘Tratado de la profesión’ que nos descubre elementos que suponen piedras angulares de los hoy conocidos como ‘Educadores Físico Deportivos’.


A lo largo de las páginas se fundamentan con rigor y objetividad las bases que sustentan la proporcionalidad de la regulación de la profesión. Una profesión titulada y colegiada que promueve un modelo de ejercicio profesional basado en el acto profesional que supone la independencia de criterio, la responsabilidad del profesional actuante y el control deontológico por parte de una corporación colegial independiente e imparcial, esquema que se enmarca en los sistemas regulados en los países de la Unión Europea.


Esta obra nos muestra, en definitiva, como el modelo de las profesiones liberales y sus valores comunes es sólido, justo e insustituible y está en consonancia con los posicionamientos económicos y sociales que tienen los Derechos Fundamentales.




PRÓLOGO III


D. ALBERTO PALOMAR OLMEDA


Profesor Titular (acreditado) de Derecho Administrativo


Magistrado de lo contencioso-administrativo (EV).


Letrado de la Seguridad Social


I


PUNTO DE PARTIDA Y REFLEXIONES DE CALADO HISTÓRICO


La regulación de las profesiones en el mundo actual está sometida a una crisis que, en gran medida, es consecuencia de la ruptura del binomio enseñanzas-profesiones como consecuencia, esencialmente, de la configuración de un marco de enseñanzas por créditos y que proyectan sobre la sociedad personas que poseen conocimientos homogéneos en el marco de titulaciones diferenciadas.


Este proceso rompe una lógica que se identificaba con los gremios profesionales que agrupaban a las personas que tenían el mismo oficio y las que querían entrar en el legítimo ejercicio del mismo. En este momento, con la plenitud de estas estructuras profesionales, se procede a la articulación profesional y de conocimientos de las personas que querían pertenecer a los mismos sobre la base de la creación de tres categorías profesionales en las que se estructuraba la respectiva profesión. Nos referimos, claro está, a las y los aprendices, oficiales y maestras y maestros que marcan los puntos de la estructura educativa y profesional.


Es realmente interesante indicar que la función de los gremios profesionales se proyectaba sobre elementos adicionales como el control de la oferta, el control de calidad y, en un momento más allá de la inicial, en establecer mecanismos de seguridad de los miembros del gremio.


Este planteamiento y esta estructura producen efectos sobre el propio funcionamiento del sistema económico al controlar la oferta y, por tanto, limitar el número de personas que pueden realizar la actividad. Esta característica acaba tensando la situación por la incapacidad de formular políticas económicas abiertas y cuya limitación sea el propio mercado y las necesidades de la población que es una de las características del liberalismo económico del siglo XVIII que, de alguna forma, produce un impulso en las sociedades de la época que, en gran medida, ha llegado a nuestros días. Las teorías de Adam Smith se mantienen en el marco de las lecturas obligadas para entender el conjunto del sistema económico.


Es cierto también que la evolución del Estado y de sus funciones ha llevado a que la actividad formativa se independizara de la profesional. Es claro que esto no es siempre así pero es, igualmente, cierto que desde, al menos, el siglo XVI se venían estableciendo escuelas y formas de educación que no se movían en el plano estrictamente profesional. Durante mucho tiempo convivieron ambos tipos de formación, la más teórica y humanista que se obtenía en las escuelas y universidades y la aplicada al ejercicio profesional.


Es cierto que, históricamente, la línea entre ambas formas de enseñanza pierde sentido y la educación universitaria se desarrolla a partir de los siglos XII y XIII muy influenciada por las escuelas catedralicias y las escuelas monásticas. Es claro, no obstante, que el carácter elitista de estos centros de educación en el que únicamente podría ingresar una parte muy reducida de la población permite afirmar la coexistencia de las fórmulas indicadas, esto es, la profesional y la educativa pura.


La ampliación de la capacidad y la “democratización” de los estudios para un conjunto más amplio de la población, que es una de las características más representativas del siglo XX, hace que el panorama vaya cambiando.


A partir de aquí puede indicarse el paulatino declive de la formación ligada a las estructuras que, históricamente, conocíamos como gremios junto con el paulatino crecimiento de la educación para la profesión como elemento más abierto, más plural, más fruto de la consideración de servicio público.


Esto hace que, en gran medida, las estructuras se desplacen a la figura emergente del colegio profesional que reúne a quienes tienen la misma titulación y ejercen la misma profesión. Se mantiene así la posición de defensa de la corporación, pero solo en los aspectos relativos al ejercicio de la profesión con una línea evidente de ruptura con los contenidos educativos y de formación de las y los profesionales que, como hemos dicho, se desplazan a los centros educativos.


A partir de aquí se produce una capacidad de autoorganización de las respectivas corporaciones en normas de diverso orden y configuración, aspecto éste que recoge el exiguo preámbulo de la ‘Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales’ cuando señala que «… En la actualidad, los Colegios Profesionales se encuentran regulados por una serie de disposiciones dispersas y de distinto rango, lo que aconseja dictar una disposición que, con carácter general y atendiendo a la variedad de las actividades profesionales, recoja los principios jurídicos básicos en esta materia y garantice la autonomía de los Colegios, su personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de los fines profesionales, así como las funciones de la Administración en orden a la regulación de las profesiones dentro del necesario respeto del ordenamiento jurídico general…».


Es cierto que la figura de los colegios profesionales, analizada entre nosotros por Calvo Sánchez encuentra en la Ley de 1974 su marco que, con numerosas modificaciones, ha perdurado hasta nuestros días. La esencia es la prevista en el apartado 3 del artículo 1º cuando indica que «… Son fines esenciales de estas Corporaciones la ordenación del ejercicio de las profesiones, la representación institucional exclusiva de las mismas cuando estén sujetas a colegiación obligatoria, la defensa de los intereses profesionales de los colegiados y la protección de los intereses de los consumidores y usuarios de los servicios de sus colegiados, todo ello sin perjuicio de la competencia de la Administración Pública por razón de la relación funcionarial…».


A partir de aquí la figura de los colegios profesionales ha exigido ser ajustada al derecho de la competencia y al derecho a la libertad prestacional de bienes y servicios. Un tránsito, un análisis lento, complejo, con aristas de diversa índole que acaba, momentáneamente, en el llamamiento al legislador para que aclare la virtualidad existencial de los colegios profesionales en la ‘Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio’, cuya disposición transitoria cuarta señala que:




«En el plazo máximo de doce meses desde la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, remitirá a las Cortes Generales un Proyecto de Ley que determine las profesiones para cuyo ejercicio es obligatoria la colegiación.


Dicho Proyecto deberá prever la continuidad de la obligación de colegiación en aquellos casos y supuestos de ejercicio en que se fundamente como instrumento eficiente de control del ejercicio profesional para la mejor defensa de los destinatarios de los servicios y en aquellas actividades en que puedan verse afectadas, de manera grave y directa, materias de especial interés público, como pueden ser la protección de la salud y de la integridad física o de la seguridad personal o jurídica de las personas físicas.


Hasta la entrada en vigor de la mencionada Ley se mantendrán las obligaciones de colegiación vigentes».





¿Qué demuestra la demora? ¿Cómo interpretar el retraso? Probablemente una idea es la clave: la confusión en un marco de conflicto de intereses.


La idea clave es cuándo está justificado, en un mundo abierto en lo económico y con pluralidad educativa fundada en unas competencias a las que se llega, a veces, desde titulaciones académicas heterogéneas, reservar un contenido funcional a unas personas que tienen una determinada titulación y/o (según proceda) que pertenezcan o se incorporen a un colegio profesional.


Los datos de tendencia histórica a los que nos hemos referido sitúan las reservas funcionales no en la acreditación profesional de la pericia, sino en la posesión de un título y en el compromiso del cumplimiento de una serie de normas deontológicas de las que se dota la organización cuando está organizada sobre la base de un colegio profesional. Este cambio de la acreditación y la transmisión de conocimiento a la garantía del ejercicio han supuesto un cambio que rompe con el modelo histórico y que los legisladores no han resuelto con simplicidad.


El paso de la actividad de ejercicio libre a la profesión regulada, esto es, vinculada a la fijación de requisitos que, normalmente, son de titulación -al menos- y, en algunos casos, la atribución del control profesional a una corporación de derecho público que se presenta como una conformación fundacional e integrativa del conjunto de profesionales que están unidos por el ejercicio y la actividad profesional es un paso complejo en lo conceptual, en lo económico y en lo político. Cuando estas complejidades se dan conjuntamente el resultado tiene como característica su desigual regulación y la proyección de evidentes elementos de confusión.


En este punto es necesario encontrar una justificación esencial de la reserva funcional a determinadas titulaciones y el paso adicional de atribuir a una estructura colegial la ordenación y la fijación de las reglas de la profesión respectiva.


En síntesis, lo que nos estamos planteando es cuándo y con qué fundamento una actividad profesional tiene interés público en su regulación. Desde esta perspectiva es claro que el interés público es el interés de la sociedad y la preservación de los elementos suficientes para que se puedan ejercer los derechos individuales sin riesgo y sin aventurar soluciones que no se sitúen en el marco de la responsabilidad personal de quien realiza la función.


Este punto es decisivo. ¿Cuándo una actividad libre pasa a estar regulada en cualquiera de los grados o estadios de la regulación? No es fácil dar una respuesta única porque la respuesta de la formación y la pericia respectiva llevaría a que todas las titulaciones tuvieran la conformación colegial. El planteamiento maximalista no se corresponde con la tendencia actual del derecho comunitario y con la que marca, en España (en consonancia con aquél), la ‘Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio’. Luego es preciso encontrar una especial vinculación, un fundamento a una intervención pública de mayor nivel que deje en el mercado y en la opción individual de la usuaria y usuario la determinación de los mejores.


Esta posición de mayor intervención está justificada cuando con ella se establece una garantía de mayor nivel que la que implica la opción por la libertad de elección. La regulación de la profesión se convierte, por tanto, en una garantía frente a la ciudadanía de la forma de ejercicio de la profesión respectiva. Es evidente que para que, en términos jurídicos, sea justificable la garantía es porque se considera que la ciudadanía encuentra en la misma un elemento de seguridad en el ejercicio de sus derechos que de otra forma no puede conseguirse con la misma calidad en el marco de una actividad plenamente liberalizada o no sometida a control profesional o a requisitos profesionales.


No es sencillo determinar el momento ni las circunstancias en las que se produce el tránsito más allá, claro está, de indicar que ex artículo 36 de la CE corresponde su definición al Parlamento y debe hacerse por ley. Los criterios, en términos de justificación y oportunidad quedan en manos del legislador, cuyo criterio, tras la aprobación de la Ley de Actividades es, ciertamente, restrictivo. Es cierto que este criterio restrictivo arranca de la transposición de la Directiva Bolkenstein y que una consideración comunitaria permite indicar que la libertad de circulación de bienes y servicios exige repensar las diferentes reservas funcionales que los Estados mantienen para saber si realmente se trata de reservar con verdadero sentido o, si por el contrario, se trata de restricciones encubiertas e innecesarias a la libertad de circulación.


Para asentar con homogeneidad este criterio fue aprobado el ‘Real Decreto 472/2021, de 29 de junio, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva (UE) 2018/958, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, relativa al test de proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de profesiones’.


La Exposición de Motivos del Real Decreto es, especialmente, ilustrativa cuando señala la filosofía interpretativa del mismo en los siguientes términos:




«… señalada la evolución normativa europea en la materia, resulta necesario destacar la importancia de los servicios profesionales en la economía en general y en nuestra economía en particular. Diversos estudios de organismos nacionales e internacionales confirman que una reducción de las barreras de acceso y ejercicio a las profesiones reguladas tendría un significativo efecto positivo sobre la productividad y la eficiencia en la asignación de recursos.


Teniendo en cuenta que los servicios profesionales constituyen un elemento fundamental en la construcción y adecuado funcionamiento del mercado interior, en cumplimiento de la normativa europea, las normas nacionales que regulan el acceso o el ejercicio de las profesiones reguladas no deben constituir un obstáculo injustificado o desproporcionado al ejercicio de las libertades mencionadas.


El principio de proporcionalidad es uno de los principios generales del derecho de la Unión Europea. De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, las medidas nacionales que puedan obstaculizar o hacer menos atractivo el ejercicio de las libertades fundamentales garantizadas por el TFUE deben cumplir cuatro requisitos: que se apliquen de manera no discriminatoria; que estén justificadas por objetivos de interés público; que sean adecuadas para garantizar la realización del objetivo que persiguen y que no vayan más allá de lo necesario para alcanzar dicho objetivo.


El principio de proporcionalidad ya rige con carácter general en nuestro ordenamiento jurídico, siendo aplicable a todas las administraciones públicas cuando, en el ámbito de sus competencias, establezcan requisitos que limiten el acceso a una actividad o su ejercicio según lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, el artículo 5 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado y el artículo 4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público…».





Tomando como base lo anterior, la propia Exposición de Motivos señala, en relación con el ‘Real Decreto 472/2021, de 29 de junio, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva (UE) 2018/958, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, relativa al test de proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de profesiones’ lo siguiente:




«… La ‘Directiva (UE) 2018/958 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, relativa al test de proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de profesiones’, tiene como objetivo establecer un marco común para efectuar las evaluaciones de proporcionalidad antes de introducir nuevas disposiciones legales, reglamentarias o administrativas que restrinjan el acceso a las profesiones reguladas o su ejercicio, o de modificar las existentes, de forma que todos los Estados miembros utilicen el mismo test al realizar la evaluación a que les obliga la normativa europea sobre reconocimiento de cualificaciones profesionales, todo ello con la finalidad de garantizar el buen funcionamiento del mercado interior, a la vez que se garantiza la transparencia y un nivel elevado de protección de los consumidores y las consumidoras.


La Directiva (UE) 2018/958 del Parlamento Europeo y el Consejo, de 28 de junio de 2018 es adicional a la Directiva 2005/36/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, y con ámbito coincidente.


Este real decreto transpone completamente la Directiva (UE) 2018/958 del Parlamento Europea y el Consejo, de 28 de junio de 2018…».





El documento que sigue se sitúa, precisamente, en el contexto de la reflexión que los países deben realizar en el ámbito de las materias o las profesiones reguladas, entre la que se encuentra, en la denominación actual, la de Licenciado en Educación Física y en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte y, en la denominación pretendida, la figura de las educadoras y educadores físico deportivos.


II


LA EDUCACIÓN FÍSICA EN EL CONTEXTO DE LA REGULACIÓN PROFESIONAL


Sin perjuicio de que la Obra que sigue contiene una regulación completamente detallada y ordenada sobre la evolución de la educación física, la actividad física y el deporte podemos, ahora, en esta vía introductoria analizar dos cuestiones que nos parecen determinantes en función, precisamente, de lo que acabamos de analizar. Son las relativas a las titulaciones, de un lado, y, de otro, a la justificación material del mantenimiento de la educación física en el ámbito de las profesiones reguladas.


En este contexto puede decirse, claro está, que la visibilidad del modelo, en el ámbito de la actividad física, ha resultado empañado por la vinculación entre las titulaciones y el deporte que no era sino una parte –la más vistosa- de la actividad deportiva y, en su proceso expansivo por explicar el conjunto de la actividad deportiva acabó produciendo sus propias habilitaciones profesionales tras la superación de pruebas endogámicas y efectuadas en su propio seno.


Este proceso tiene sus propias reglas y su propia justificación, pero comienza a convivir con el deseo de los Poderes Públicos de someter la educación física a los procesos reglados de formación en los diferentes niveles y estratos de la enseñanza. El proceso ha sido floreciente y existen hoy facultades en, prácticamente, todas las universidades públicas y privadas de España (con alguna excepción, claro está).


Este proceso, como muy bien se describe en el Documento que se presenta va acompañado de la proliferación de títulos no superiores tanto en la enseñanza reglada como en la formación profesional.


Esta circunstancia ha propiciado una desvinculación entre las enseñanzas académicas y la actuación profesional. Se mantiene la estratificación en el ámbito superior de las titulaciones con la consideración de actividad regulada por la vía de la actuación colegial obligatoria para las tituladas y titulados universitarios, pero se abandona, con toda claridad, la definición real de la pericia y las competencias que se intenta exigir u obtener –en función de cómo se quiera ver- del resto de tituladas y titulados.


Esta situación ha llevado a que las Comunidades Autónomas regulen el ejercicio profesional y establezcan la vinculación entre la titulación de todo orden y categorización y la actividad profesional que pueden realizar. La actuación de las Comunidades Autónomas, incluyendo la regulación de las tituladas y titulados universitarios, tiene una compatibilidad compleja con la doctrina del TC establecida en la STC núm. 122/1989, de 6 de julio en la que se señala que:




«Sobre la interpretación que haya de darse al precitado precepto constitucional, este Tribunal se ha pronunciado ya, en anteriores ocasiones. Así, en la STC 42/1981, de 22 de diciembre, se declaraba que la competencia reservada al Estado por el citado art. 149.1.30 de la Constitución comprende como tal “la competencia para establecer los títulos correspondientes a cada nivel y ciclo educativo, en sus distintas modalidades, con valor habilitante tanto desde el punto de vista académico como para el ejercicio de las profesiones tituladas, es decir, aquellas cuyo ejercicio exige un título (…) así como comprende también la competencia para expedir los títulos correspondientes y para homologar los que no sean expedidos por el Estado”. (…) Es claro, por tanto, que la competencia que los órganos centrales del Estado tienen para regular las condiciones de obtención, expedición y homologación de los títulos profesionales se vincula directamente a la existencia de las llamadas profesiones tituladas, concepto éste que la propia Constitución utiliza en el art. 36 (…). Como ha declarado este Tribunal en la STC 83/1984 tales profesiones tituladas existen cuando se condicionan determinadas actividades “a la posesión de concretos títulos académicos”, y en un sentido todavía más preciso, la STC 42/1986 define las profesiones tituladas como aquellas “para cuyo ejercicio se requieren títulos, entendiendo por tales la posesión de estudios superiores y la ratificación de dichos estudios mediante la consecución del oportuno certificado o licencia”. Según señalábamos en esta última Sentencia, corresponde al legislador, atendiendo a las exigencias del interés público y a los datos producidos por la vida social, determinar cuándo una profesión debe pasar a ser profesión titulada, y no es dudoso que, con arreglo al texto del art. 149.1.30 de la Constitución, es el legislador estatal quien ostenta esta competencia exclusiva».





Sea como fuere, el Estado no ha dictado la norma que, constitucionalmente, le corresponde y si, en algún momento lo hace y no resulta compatible con la establecida por las Comunidades Autónomas se genera, como el Tribunal Constitucional ha resaltado, una obligación de “retroceso” de los aspectos incompatibles con la nueva regulación dictada por la Administración constitucionalmente competente.


Pero más allá de estos desarrollos que se detallan con rigor en los apartados que siguen lo que conviene recordar en este punto es el efecto de confusión que se produce. Tenemos titulaciones de todas las categorías, admitimos títulos propios para el ejercicio profesional específico y vinculamos su ejercicio a la regulación de las Comunidades Autónomas. El panorama es, por tanto, de una confusión evidente. El legislador y, sobre todo, las autoridades educativas deberían pensarse esta política de apertura de las titulaciones sin un contenido funcional medianamente claro.


Si lo proyectamos sobre el usuario cabe indicar que es necesario saber qué aporta en la realización de la actividad profesional con carácter diferencial la pericia de cada uno de las tituladas y titulados de diversas índole y condición que se sitúan en este ámbito.


Pero más allá de este debate, por lo demás, suficientemente conocido porque conforma el panorama actual, lo que, sin duda, es más representativo y que planteábamos al principio a modo de cuestión general es cuál es el fundamento real de la regulación profesional.


Este punto ha sido, de alguna forma, preterido en un debate como el que hemos planteado de profesionalización territorializada, de multitud de titulaciones y de pérdida de la identidad esencial, que es la que es preciso reconducir el debate, porque el Real Decreto 472/2021, de 29 de junio sobre el denominado test de proporcionalidad no es sino un instrumento para responder, con carácter metódico, a la cuestión general de cuándo una actividad debe ser reservada a un determinado colectivo y, claro está, las causas que justifican dicha reserva frente a la capacidad de elección del mercado entre quienes pueden realizar la función en condiciones similares.


Esta justificación debe enlazar directamente con el interés público y con la garantía de las usuarias y usuarios. El interés público de la educación física se ha situado, a menudo, en el deporte y en lo que denominamos la práctica deportiva formalizada. Es cierto, sin embargo, que el ejercicio de la práctica física tiene, sobre todo, un contenido ligado a la salud individual que, ciertamente, parece que ha sido preterido en nuestro Ordenamiento, de forma explícita, hasta la publicación de la ‘Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública’. La función preventiva de carácter transversal que se contiene en el artículo 1º y concordantes permite señalar que la actividad física es un componente esencial –en sus diversas modalidades- de la actividad preventiva y reparadora de los problemas físicos. Es este un momento en el que la educación física “sale” del ámbito estrictamente deportivo para situarse en el ámbito social convencional o en ámbitos más limitados como pueden ser los puramente educativos.


Es cierto que no se trata únicamente del trasvase funcional o de la ampliación de la protección colectiva, sino de un hecho que resulta clave para situar, seguidamente, en el mismo la actividad y los profesionales que la ejercen en su verdadera dimensión. En este punto, afectando a la salud individual y la prevención de la enfermedad es donde puede situarse la función y, por tanto, la reserva funcional. Desde una perspectiva funcional diferente a otras ciencias de la salud es, sin embargo, similar a las mismas en lo que significa de utilización o recomendación de actividades para la mejora de la cualidad física. Esta recomendación o, si quiere, directamente, la prescripción exige, para realizarse con rigor, un conjunto de conocimientos que afectan a la prescripción, a sus beneficios, a sus perjuicios, a la forma de realización, a las características diferenciales en función de la respectiva morfología. Es evidente, en este punto, que ejercicio físico puede hacer u ordenar cualquiera. La diferencia natural es cuándo se es consciente, en función de la propia formación, de las características y de las consecuencias del ejercicio recomendado.


Esta labor de dirección, acompañamiento y reorientación exige, como venimos indicando, una serie de conocimientos que, en nuestro Ordenamiento, son los propios de una titulación superior que, en este nivel, representa un conocimiento fisiológico, de preparación, de reorientación y, en general, de nivel interdisciplinar con el que convertir la actividad en una actividad segura.


Sin la reserva funcional a las tituladas y titulados superiores lo que se produce es, como venimos señalando, una incidencia libre en la ordenación y la práctica de la actividad deportiva y, por ende, en las políticas de salud colectiva y en la práctica individual. La reserva funcional de esta actividad a quienes ostentan conocimientos y pericia acreditada por la posesión de un título profesional de nivel superior es una condición de seguridad colectiva. Es el mensaje que manda a la sociedad el regulador de la actividad de que quienes adoptan un rol de ordenación de la práctica no han recibido sus conocimientos por transmisión espontánea, sino por la posesión de un título que justifica su presencia y su actividad social. Esta titulación es, por tanto, la garantía de que quienes vigilan, proyectan, controlan y ordenan las diferentes prácticas deportivas tienen los conocimientos suficientes para realizar la actividad sin que las usuarias y usuarios sufran por una decisión errónea fundada, a su vez, en el desconocimiento de la práctica que realizan.


Es evidente, por tanto, que si proyectamos esta última referencia sobre la ordenación jurídica del ejercicio de las profesiones surge otro pilar que garantiza o que justifica la reserva funcional: la preservación de los derechos de los usuarios. Se trata de una proyección adicional a la anterior y fundada en que la oferta de práctica deportiva constituye, a menudo, una práctica organizada que se realiza en una serie de lugares públicos o a los que accede el público para la práctica deportiva. Es, por tanto, una actividad de servicios y de oferta de servicios que no puede dejarse al libre albedrío de las entidades ni de las personas. La oferta de servicios debe hacerse en condiciones de aseguramiento de que el servicio ofrecido es un servicio que no perjudica la salud de la persona demandante de los mismos.


Es, precisamente, éste uno de los elementos centrales del conjunto de regulaciones territoriales que se han ido realizando que, precisamente, tratan de vincular la actividad y la dificultad de la misma con las personas y las titulaciones que deben cumplir las mismas. No cabe negar que es una labor ciertamente compleja por la proliferación de títulos, de un lado, y la indeterminación selectiva y específica de los ámbitos funcionales a los que se corresponde cada uno de aquellos.


Este entramado regulador es, por tanto, especialmente difícil de proyectar sobre la realidad, pero es cierto que, al menos, las normas y titulaciones han tratado de diferenciar los ámbitos reservados a la titulación superior que, como su propio nombre indica, se sitúa en la cúspide del conocimiento que se puede tener para el ejercicio de la correspondiente actividad. Es evidente que la propia configuración como titulación superior responde a un criterio meditado por los Poderes Públicos que identifican en dichos conocimientos los que, como máximo, se pueden tener para el ejercicio de la actividad.


En este contexto, el documento que sigue a esta Exposición inicial es un intento elaborado, sistemático, profundo y con una exhaustiva formulación histórica sobre la posición de los Poderes Públicos en la ordenación de las enseñanzas deportivas que, de alguna forma, se han ido incorporando a la normalidad de la regulación de las profesiones en su ámbito. Este Estudio se corresponde miméticamente con el que corresponde realizar a los Estados en virtud de la normativa comunitaria y, específicamente, del Real Decreto 472/2021, de 29 de junio.


El Estudio aporta los argumentos necesarios para entender que la libertad de elección de personas que ordenen esta actividad, sin vinculación a determinadas titulaciones, y, por tanto, la práctica libre de esta actividad puede afectar seriamente a sus fundamentos esenciales, esto es, la protección de la salud, la seguridad de las personas en la realización de la actividad y, finalmente, en la conformación de una oferta de servicios que no perjudique los derechos de las usuarias y usuarios.


En todo caso, lo que pone de manifiesto un intento tan profundo de sistematización y conocimiento de una realidad es la necesidad de que el legislador estatal aborde, de forma definitiva el ejercicio de la profesión, en el ámbito que el Tribunal Constitucional ha señalado como propio –las titulaciones universitarias- y proyecte así sobre el conjunto del sistema una idea central sobre la vinculación de los conocimientos y la pericia específica de la profesión, de forma que el conjunto de actores públicos tenga una noción clara y homogénea sobre la actuación esperable de quienes ostentan la titulación superior en la materia. La clarificación de este marco se convierte en un elemento esencial para el conjunto de las Administraciones Públicas y para la sociedad, en general.
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LA PROFESIÓN DE LA EDUCACIÓN FÍSICA


Y DEPORTIVA Y SU REGULACIÓN


Dra. Carlota Díez Rico


I. La Educación Física y Deportiva: una profesión frente a su olvido sistemático.


La profesión de la Educación Física y Deportiva, todavía cuando se escriben estas líneas con denominación jurídica de ‘Licenciados en Educación Física y en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte’, tiene una larga trayectoria en España desde que se formalizase como tal en 1883 (año de la creación de la ‘Escuela Central de Profesores y Profesoras de Gimnástica’), o así lo consideran algunos teóricos como José Luis Pastor Pradillo. Sin embargo, este hito no es sino una muestra de que ya antes existía el oficio, y fue entonces, en torno a dicha fecha, cuando comenzaron los gobernantes a preocuparse por la importancia de la cualificación, y por tanto de los conocimientos y capacidades necesarios, para desempeñar la labor de lo que entonces se denominaba ‘Profesor o Profesora de Gimnástica’.


Sirva esta introducción para advertir al lector que en estas páginas va a encontrar la historia y la situación de una profesión que es de todo menos joven, porque 140 años de desarrollo no es baladí. No contamos aquí que, ya mucho antes, la historia nos había dejado retazos de este oficio, desde los gimnasiarcas griegos, ocupados fundamentalmente de la enseñanza y la higiénica a través de la motricidad del cuerpo humano, hasta los maestros de armas, cuya labor no solo trataba de preparar para la guerra, sino que su instrucción era parte de la educación de los jóvenes nobles.


Dicen que Marco Tulio Cicerón, en el siglo I antes de Cristo, afirmó que «no saber lo que ha sucedido antes de nosotros es como ser incesantemente niños». Al analizar todas las actas del Colegio Nacional de Profesores de Educación Física (1949-1978), de su sucesor como Colegio Oficial (1978-1981) y del Consejo General que se formalizó como consecuencia de la segregación de los Colegios territoriales (1981-actualidad), podemos observar el olvido sistemático de los logros conseguidos en etapas anteriores.


Este mismo padecimiento se desprende de lo que, todavía a día de hoy, el colectivo profesional reproduce en sus manifestaciones y acciones, siendo habitual escuchar afirmaciones tales como que la situación en la que nos encontramos es debido a que “somos una profesión jóven con poco más de medio siglo de existencia” (quizás porque crean que el punto de partida fuese el primer curso del Instituto Nacional de Educación Física en 1968), que “antes nuestra profesión sólo se dedicaba a la docencia de la Educación Física escolar” o que “algunas de nuestras actividades profesionales y ámbitos de desempeño han surgido en los últimos años” (ambas quizás por el desconocimiento de la figura del ‘Profesor de Educación Física’ durante todas las décadas del siglo XX y su legislación al respecto).


Esta reproducción sistemática de creencias no ha hecho más que perjudicar al avance de la profesión, así como a su consolidación y reconocimiento social, pues ni los propios profesionales han tenido ni tienen claro el devenir histórico de la misma y, en consecuencia, su verdadera situación real. Afortunadamente, en 2018 se publicó una Resolución sobre las recomendaciones para verificar el título universitario de Grado en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte (BOE:núm. 228, de 20/09/2018, pp. 91209 a 91217) en la que se incluye como área de competencias específicas el desempeño, la deontología y el ejercicio profesional en el contexto de las intervenciones. Esta incursión normativa para con el título requiere el compromiso de las universidades y del profesorado de las mismas para impartir con rigor estos contenidos, y así paliar la situación.


El grueso de este trabajo habla de la profesión de la Educación Física y Deportiva en España, y ha de advertirse que la situación excepcional en la que se encuentra jurídicamente, abocada a interpretaciones por la ausencia de un marco tipo “normalizado” como el que pudieran tener otras profesiones, ha contribuido a la incomprensión por parte de la Administración, y por tanto a una flagrante inseguridad jurídica.


Antes de abordar esta obra, debe subrayarse que en España existe una profesión con Organización Colegial, reconocida por el Estado como corporación de derecho público en 1978 (BOE:núm. 301, de 18/12/1978, pp. 28396 a 28401), originariamente denominada ‘Profesor de Educación Física’, y desde 1999 ‘Licenciados en Educación Física y en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte’ (BOE:núm. 260, de 30/10/1999, pp. 38250 a 38251). Dada la incongruencia de que la profesión continuase con una denominación coincidente con títulos extinguidos, en 2019 se comenzó a tramitar un proyecto de real decreto en el que se contempla el cambio por ‘educadoras y educadores físico deportivos’, y la ‘Ley 39/2022, de 30 de diciembre, del Deporte’ (BOE:núm. 314 de 31/12/2022, pp. 193306 a 193397) impulsa este cambio a través de su disposición final sexta.


Por ello, al objeto de este trabajo, y para evitar confusiones en lo que respecta a las referencias entre título y profesión, en términos de actualidad se hará referencia a la profesión como Educación Física y Deportiva, y a sus profesionales como ‘educadoras y educadores físico deportivos’ (EFD).




II. El fin de este trabajo: el ‘Test de proporcionalidad’, contexto normativo.


Este trabajo se inició con el fin de construir el denominado ‘test de proporcionalidad’, cuyos requisitos, derivados de la ‘Directiva (UE) 2018/958, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, relativa al test de proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de profesiones’ (DOUE:núm. 173, de 09/07/2018, pp. 25 a 34) y su Real Decreto de transposición (BOE:núm. 158, de 03/07/2021, pp. 79333 a 79343), se encuentran en el último capítulo, a modo de conclusiones. Pero, para entender qué es el ‘test de proporcionalidad’, debemos hacer mención al contexto en el que se ha gestado este nuevo requerimiento europeo para con las profesiones.


La ‘Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior’ (DOUE:núm. 376, de 27/12/2006, pp. 36 a 68) advirtió que «la posibilidad de acceder a una actividad de servicios solo debe quedar supeditada a la obtención de una autorización por parte de las autoridades competentes cuando dicho acto cumpla los criterios de no discriminación, necesidad y proporcionalidad».


Esto supuso que se introdujese en el Ordenamiento Jurídico español la denominada “Ley Paraguas”, que además modificó en gran medida la ‘Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales’ (BOE:núm. 40, de 15/02/1974, pp. 3046 a 3049). Esta es la ‘Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio’ (BOE:núm. 283, de 24/11/2009, pp. 99570 a 99593), y su artículo 5 ya avanzaba que la normativa reguladora del acceso a una actividad de servicios o del ejercicio de la misma debía motivarse suficientemente en base a la proporcionalidad, la necesidad y la no discriminación. Desde entonces las Organizaciones Colegiales están a vueltas con justificar la regulación de su profesión, independientemente de si ya están reguladas o están trabajando para ello.


Pero estos principios para la regulación de las profesiones en Europa no se quedaron en esa única mención, sino que en una comunicación del 20 de octubre de 2015 la Comisión Europea adelantaba su intención de establecer una metodología para evaluar la proporcionalidad de las regulaciones de las profesiones. Luego esto se convertiría en la ‘Directiva (UE) 2018/958 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, relativa al test de proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de profesiones’ (DOUE:núm. 173, de 09/07/2018, pp. 25 a 34).


Desde que se aprobase esta Directiva, y aún no habiendo sido traspuesta en España hasta el mes de julio de 2021, se tiene constancia de que la Administración General del Estado ya estaba solicitando los requisitos de la misma y atendiendo a lo que mandata, en los términos del artículo 81 del Real Decreto 581/2017, de 9 de junio (BOE:núm. 138, de 10/06/2017, pp. 48159 a 48319). Ahora bien, esta norma se ha transformado en España en el ‘Real Decreto 472/2021, de 29 de junio, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva (UE) 2018/958, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, relativa al test de proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de profesiones’ (BOE:núm. 158, de 03/07/2021, pp. 79333 a 79343).


En definitiva, de forma expresa, y desde 2021, en España la legislación obliga a que se justifique la necesidad, la proporcionalidad y la no discriminación, cuando vayan a modificarse las regulaciones existentes de profesiones o adoptarse nuevas regulaciones de profesiones, con una herramienta o metodología denominada ‘test de proporcionalidad’.




III. Inicio de las labores para elaborar el ‘Test de proporcionalidad’


Para el ‘test de proporcionalidad’ de la profesión de la Educación Física y Deportiva era necesario abordar otros trabajos previos que eliminasen cualquier obstáculo que pudiera apreciar la Administración General del Estado, y en concreto el Ministerio de Economía, como una incongruencia o desactualización normativa. De esto se había advertido en los siguientes documentos:


− Informe de marzo de 2011 sobre el Anteproyecto de la Ley sobre las profesiones del deporte, de la Dirección General de Política Económica.


− Informe sobre los Colegios Profesionales tras la transposición de la Directiva de servicios, de 2012, de la Comisión Nacional de la Competencia.


− Cartas de la Comisión Nacional de la Competencia dirigidas a los COLEF y al Consejo COLEF durante los años 2012 y 2013 insistiendo en la necesidad de actualización estatutaria y la adecuación de la denominación.


Por ello, el Consejo COLEF, y en concreto a través de las decisiones plenarias, ha realizado una actualización jurídica exhaustiva de la normativa que rige a la Organización Colegial: cambio de denominación (2018a) y Estatutos Generales (2019a), Código Deontológico (2019b), Reglamento de Régimen Interior (2019c) y Código de Buen Gobierno (2019d). Todo ello para que el requisito de colegiación quedase suficientemente amparado por unas corporaciones que cumplen adecuadamente con la legislación vigente y mantienen al día su normativa, con el objetivo de poder cumplir con sus fines y funciones.


Una vez finalizada la fase interna de actualización jurídica, y quedando por resolver el cambio de denominación y Estatutos Generales por el Ministerio tutelante mediante la publicación del pertinente Real Decreto, en 2019 se comenzó a tratar el ‘test de proporcionalidad’. Sin embargo, poco después, la pandemia y las necesidades de trabajo que la situación aparejó paralizaron su desarrollo.


La fecha fin del trámite de audiencia e información pública del Real Decreto de transposición de la Directiva del ‘test de proporcionalidad’, el 31 de julio de 2020, daba cuenta de la próxima publicación de la norma. Por ello, poco después, durante el verano y el otoño de 2020, se retomaron los trabajos del “test” y se realizó el análisis de las necesidades para la elaboración del mismo, llevando a cabo tareas tales como la elaboración de una guía interna sobre la normativa que afecta a la profesión y la recopilación de jurisprudencia relacionada.


Pero no solo eso, sino que, ante el inicio de los trabajos para la ordenación estatal de determinadas profesiones del deporte (consulta pública previa del proyecto normativo), este documento sobre la proporcionalidad de regular la profesión de la Educación Física y Deportiva se tornaba urgente, dada su preceptividad y la necesidad de adjuntarse la Memoria de Análisis de Impacto Normativo de la futura ley. En abril de 2021 se comenzó a trabajar de forma exhaustiva en este documento sobre la profesión de las educadoras y educadores físico deportivos.




IV. Cómo se ha elaborado este trabajo para el ‘Test de Proporcionalidad’


LA BÚSQUEDA


La búsqueda de información para este trabajo comienza en la biblioteca del Consejo COLEF, en la que se encuentra documentación única como son: las actas de la Organización Colegial desde 1948; todos los números de la Revista Española de Educación Física y Deportes (REEFD) desde 1949; y el Boletín Informativo y otras publicaciones de la Organización Colegial desde los años ‘70 del siglo XX hasta principios de los 2000. Esta joya de archivo documental del Consejo COLEF también integra obras que han sido de gran utilidad para los fines pretendidos, como los libros de Pastor Pradillo sobre la profesión (1997; 2000), imprescindibles para asentar las bases históricas, y la primera tesis doctoral de Albert Aliaga (2013), como guía sobre los acontecimientos más relevantes de la Organización Colegial.


Por supuesto, se llevó a cabo una exhaustiva búsqueda de normativa en el Boletín Oficial del Estado, sin olvidar a su antecesora, la Gazeta, y los históricos Boletines Oficiales de la Delegación Nacional de Deportes y de la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes. Esto ha permitido recuperar normas de las que las nuevas generaciones no tienen constancia y, a su vez, constatar la trayectoria poliédrica de la profesión, presente en más espacios que el educativo, y de forma especialmente relevante en el sanitario y en la dirección de centros y programas deportivos.


Al hilo de lo encontrado, hubo que acceder a los archivos históricos de los Boletines Provinciales, e incluso en ocasiones solicitar la documentación de forma expresa. La información recuperada de éstos, y que aparecía referenciada en los Boletines Informativos de la Organización Colegial, quizás sea una de las más importantes para poder observar con perspectiva la profesión y sus actividades profesionales, así como su condición de profesión titulada y colegiada.


En esta indagación de las normas vinculadas a la profesión, la Biblioteca Jurídica Digital de la Agencia Estatal del Boletín Oficial del Estado también ha tenido un papel relevante, pues los compendios actualizados que suponen los Códigos Electrónicos facilitan la comprensión y el conocimiento de ámbitos relacionados con la materia de estudio de este trabajo.


Además, se han tenido en cuenta los pronunciamientos del Consejo de Estado, realizando una profunda búsqueda en sus dictámenes, y también las iniciativas parlamentarias que han quedado a perpetuidad en los Boletines del Congreso y el Senado.


Dado el papel protagonista que se otorga a la jurisprudencia y a las resoluciones judiciales en ciertas partes de este trabajo, el repositorio creado por el propio Consejo COLEF, con los autos y sentencias remitidos por los Colegios Oficiales autonómicos, ha resultado especialmente útil, pero también lo han sido el buscador de jurisprudencia constitucional y la base de datos del Centro de Documentación Judicial (CENDOJ).


Por supuesto, la documentación y los informes de Unión Profesional, como institución experta en profesiones, han posibilitado asentar las bases teóricas de muchos de los conceptos que se integran a lo largo de los capítulos de este libro.


Por último, como en cualquier otro trabajo de este calado, las bases de datos como PubMed, Google Académico o Dialnet han permitido localizar la bibliografía de interés sobre regulación profesional, mercado laboral en el sector, y beneficios y riesgos de la práctica físico-deportiva.


LAS REVISIONES


El 6 de septiembre de 2021 se presentó la primera versión de este documento. Éste fue revisado por la Comisión Permanente y la asesoría jurídica del Consejo COLEF. Como consecuencia, se realizaron diversas modificaciones de estructura, estilo y formato, y se añadió un capítulo, elaborado por los juristas Alberto Palomar Olmeda y Gil Manuel Perea, sobre ‘La Educación Física y Deportiva como política para la Salud Pública’, el cual fue refundido con apartados que ya estaban en el borrador inicial.


El 25 de octubre de 2021 se envió la segunda versión a una serie de personas que, por su trayectoria, cargo o conocimientos sobre la materia se consideraron idóneas para la revisión del documento. De éstas, remitieron sus aportaciones las siguientes: Albert Aliaga Rodés, bibliotecario de honor y ex secretario general del Consejo COLEF; Elena Córdoba Azcárate, jurista de Unión Profesional, especializada en el ‘test de proporcionalidad’; Fernando París Roche, presidente de la Federación de Asociaciones de Gestión del Deporte de España (FAGDE); José Luis Hernández Vázquez, ex presidente del Colegio Nacional de Profesores de Educación Física, impulsor y artífice de su conversión a corporación de derecho público y, en consecuencia, primer presidente del Colegio Oficial; José Luis Pastor Pradillo, que ostentó diversos cargos en la Organización Colegial y ha publicado varios libros y artículos sobre la historia de la profesión; Julián Espartero Casado, presidente del Tribunal Administrativo del Deporte; Manuel Guillén del Castillo, presidente de la Academia de las Ciencias de la Actividad Física y del Deporte de España (ACAFDE); Miguel Ángel Delgado Noguera, profesor jubilado del Instituto Nacional de Educación Física de Granada y miembro fundador del mismo; Nuria Puig i Barata, experta y referente en sociología del deporte; y Rafael Martín Acero, ex presidente de la Asociación Española de Ciencias del Deporte (AECD) (se le propuso como revisor cuando todavía estaba en el cargo).


También revisaron el documento Lidia Brea Alejo, asesora de Educación Física y Deportiva para la Salud del Consejo COLEF, y Víctor Jiménez Díaz-Benito, docente de la Universidad de Alcalá de Henares experto en investigación social en el deporte. El director general del Consejo COLEF, Javier Portela, además de revisar el documento, se ha encargado de dar formato y maquetarlo, tanto en su versión final, como en los borradores que se han ido entregando a las personas revisoras, al Pleno y al Consejo Superior de Deportes. En todo este proceso de revisión la labor de Vicente Gambau ha sido intensiva, no solo como presidente del Consejo COLEF, sino también como experto en la materia que aborda este libro.


En el 95º Pleno del Consejo COLEF, celebrado en Zaragoza los días 27 y 28 de noviembre de 2021, se presentaron los trabajos realizados hasta el momento, y se informó de la próxima recepción del borrador del “test”.


Una vez incorporadas las aportaciones de las personas revisoras recibidas antes de finalizar el año 2021, se elaboró el último capítulo, a modo de conclusiones y bajo la estructura de los requerimientos del Real Decreto del ‘test de proporcionalidad’ (BOE:núm. 158, de 03/07/2021, pp. 79333 a 79343). Esta tercera versión es la que se hizo llegar al Pleno del Consejo COLEF, el 24 de enero de 2022, al objeto de que este órgano realizase la última revisión. La versión definitiva, que es la que aquí se presenta, incorpora las observaciones planteadas por el Pleno, así como las aportaciones de las personas revisoras recibidas hasta el 7 de febrero de 2022.


Además, durante 2022 se actualizó el texto en diversas ocasiones, al objeto de que los borradores entregados al Consejo Superior de Deportes contemplasen en todo momento la normativa más reciente y las últimas resoluciones judiciales. En enero de 2023, habida cuenta de que el 31 de diciembre de 2022 se publicó la nueva Ley del Deporte, se realizó una actualización exhaustiva del documento. Finalmente, en abril se realizó la última revisión del texto para introducir las novedades normativas de los primeros meses de 2023 que están estrechamente relacionadas con el objeto de este libro.


V. Qué se encontrará el lector a lo largo de los capítulos


Diez capítulos componen este libro sobre ‘La profesión de la Educación Física y Deportiva y su regulación’, desde la motivación intrínseca para proteger a la ciudadanía, hasta las conclusiones que resumen por qué estamos ante una profesión que debe seguir manteniendo su estatus como titulada y colegiada, y además debe culminar su regulación positivizando su reserva de actividad.


El primer capítulo detalla el título de soporte: la salud pública. Comienza haciendo un repaso sobre la normativa del último siglo en torno a la salud y la necesidad de atender la salud pública. El espacio que queda por regular tras la ‘Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública’ es amplio, y por supuesto en él se integraría la profesión de la Educación Física y Deportiva. Sin embargo, el modelo legal actual es insuficiente, y requiere del impulso de políticas públicas que tengan en cuenta las recomendaciones internacionales, así como la insistencia de las Comunidades Autónomas en sus leyes del deporte sobre la necesaria protección de la salud de la ciudadanía en la prestación de servicios de educación física, actividad física y deporte.


En el segundo capítulo se plasma una breve aproximación histórica a la profesión de la Educación Física y Deportiva que, a pesar de ser escueta, es rigurosa en cuanto a la incorporación de toda la normativa de relevancia para el devenir de la profesión que se publicó en la Gazeta y, posteriormente, en el Boletín Oficial del Estado, así como en los Boletines Oficiales de la Delegación Nacional de Deportes y de la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes.


El tercer capítulo aborda la evolución de la titulación de acceso a la profesión, desde el título de ‘Profesor y Profesora de Gimnástica’, hasta el Grado en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte. Se hace un repaso a la necesidad de creación de Escuelas oficiales para formar a profesionales cualificados, que derivó en la unificación de títulos gracias a la fundación del Instituto Nacional de Educación Física. Por supuesto, se menciona el hito de incorporación de los estudios a la universidad, hecho que, sin duda, contribuiría a la dignificación de la profesión.


En el cuarto capítulo se recogen todas las normativas encontradas, desde los años ‘70 del siglo XX hasta la actualidad, sobre diversos ámbitos profesionales (a excepción de las leyes autonómicas del deporte y de regulación del ejercicio profesional, que están en sus apartados correspondientes), reflejando algunas de las actividades profesionales características de la profesión: dirección científico-técnica, intervención sociosanitaria, intervención social, intervención en Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de Emergencias e intervención educativa. Estas disposiciones normativas no hacen otra cosa que señalar una reserva en el espacio profesional, pero su dispersión también hace patente la inseguridad jurídica a la que se ven abocadas tanto la ciudadanía que recibe servicios de Educación Física y Deportiva, como las propias personas profesionales.


De forma casi inevitable el anterior capítulo nos lleva hasta el quinto, que pretende ofrecer de manera organizada toda la información sobre la regulación profesional en el deporte, desde los intentos históricos, pasando por los anteproyectos de 2007 y 2009 y las leyes autonómicas publicadas, hasta el horizonte de una ley estatal. Este capítulo también contiene el cuerpo de resoluciones judiciales que rodea a la profesión de la Educación Física y Deportiva, en su mayoría relacionado con la reserva de actividad en dirección científico-técnica de la educación física, la actividad física y el deporte. Por último, se cierra con la normativa profesional, publicada en los diferentes boletines oficiales, donde se establecen de forma clara las actividades propias de la profesión de las educadoras y educadores físico deportivos.


En sexto lugar, nos encontramos con un capítulo dedicado en exclusiva al mercado laboral de la profesión de la Educación Física y Deportiva en España. Aunque se integran datos de interés -se realiza una aproximación a la inserción laboral, se detalla el paro y los nuevos contratos y se expone la situación en determinadas ocupaciones propias-, este apartado no estaría completo si no se expusieran los problemas para el análisis del mercado laboral en esta profesión.


El séptimo capítulo, sobre el concepto ‘profesión’ y la definición y actos profesionales de las educadoras y educadores físico deportivos, podría advertirse como una introducción para comprender el octavo, el cual se sumerge en la Organización Colegial de la Educación Física y Deportiva. Es aquí donde se puede encontrar una breve historia de la estructura colegial de esta profesión, pero además es el momento en el que se expone la situación jurídica actual de la misma, como titulada y colegiada, con toda la argumentación correspondiente.


Antes de llegar al final, el penúltimo capítulo repasa la formación de profesionales de la Educación Física y Deportiva en el mundo, apuntando las barreras actuales que existen en España para las personas con título extranjero. A su vez, se detalla la regulación de la profesión en el mundo, especialmente en Europa, y se exponen ejemplos de regulación exitosa en diferentes países.


Por último, el capítulo décimo culmina este trabajo, que además resume los aspectos de constitucionalidad, proporcionalidad, no discriminación, necesidad y no sustición que sustentan a la Educación Física y Deportiva como profesión regulada, titulada y colegiada. Después de nueve capítulos anteriores, éste es el ‘test de proporcionalidad’ en sí mismo, tal y como se solicita en el ‘Real Decreto 472/2021, de 29 de junio, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva (UE) 2018/958, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, relativa al test de proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de profesiones’ (BOE:núm. 158, de 03/07/2021, pp. 79333 a 79343).





CAPÍTULO 1


LA EDUCACIÓN FÍSICA Y DEPORTIVA


COMO POLÍTICA PÚBLICA PARA LA


SALUD PÚBLICA







CAPÍTULO 1


LA EDUCACIÓN FÍSICA Y DEPORTIVA COMO POLÍTICA PÚBLICA


PARA LA SALUD PÚBLICA


RESUMEN INTRODUCTORIO


En este primer capítulo se incardina el texto sobre ‘La profesión de la Educación Física y Deportiva y su regulación’. Es el título de soporte de los otros nueve capítulos que el lector irá descubriendo. Comienza aproximando el contexto en el que se ha desarrollado el sistema de salud español, partiendo de los preceptos coordinadores de 1934 en los que el legislador se preocupaba intensamente de la salud pública. Se adentra en la norma que pervivió desde 1944 hasta la democracia, que se centraba tanto en la salud colectiva como en la salud pública, con una proyección más social que individual desde la perspectiva de la protección de la salud.


En la historia de la conformación del modelo han existido el camino de la responsabilidad estatal -sanidad pública- y el del aseguramiento de riesgos específicos. Este último se corresponde con la concepción reparadora de la salud, que ha sido el que predominó desde la ‘Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad’. A pesar de las disposiciones de esta norma en las que se indicaba que debían desarrollarse diferentes materias relacionadas con la salud pública reguladas con anterioridad, como es el caso de la educación física, nunca llegaron a positivizarse.


El marco normativo actual, con la ‘Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública’, permite asentar las bases para que la educación física, la actividad física y el deporte se conviertan en verdaderas políticas de salud pública. Sin embargo, el modelo actual es insuficiente, convirtiendo el ámbito del deporte en un compartimento estanco, que además está centrado en la competición. Sin embargo, las diferentes referencias normativas del ámbito deportivo, y de otros sectores en los que se hace alusión a éste, insisten en vincularlo con la salud. Este binomio deporte-salud se repite en las declaraciones de organismos internacionales y europeos.


Es inevitable que la salud pública deba preocuparse por la práctica físico-deportiva de forma más estrecha si tenemos en cuenta que la integridad física, como derecho fundamental constitucionalmente reconocido, se ve afectada, ponderando así tanto sus beneficios como sus riesgos. Es por esto que, tanto desde organismos internacionales, como desde las leyes autonómicas del deporte, de forma sistemática se ha reconocido la importancia de la cualificación de las personas prestadoras de servicios deportivos, a razón de la protección de la salud.


Pues bien, es por todo lo anterior que el último punto de este capítulo señala la necesidad de reconocer a educadoras y educadores físico deportivos como los profesionales responsables de articular la política de educación física, actividad física y deporte como elemento basal de la salud pública, más aun teniendo en cuenta las competencias adquiridas en el Grado universitario en Ciencias de la Actividad Física y del Deporte.
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1.1 La evolución y el progreso conceptual de la salud en las sociedades modernas


El proceso de evolución y progreso social ha ido justificando la aparición de nuevas necesidades y de nuevas articulaciones sobre los conceptos que habíamos trabajado en épocas anteriores.


Uno de estos campos de evolución es, precisamente, el de la salud. La salud durante mucho tiempo se ha asociado al establecimiento de mecanismos -esencial o fundamentalmente públicos- con los que subvenir la enfermedad. Esto nos ha llevado en España, desde la creación del Instituto Nacional de Previsión (INP) de 1908 (Gaceta de Madrid:núm. 60, de 29/02/1908, pp. 875 a 876), a la existencia de una macroorganización asistencial con la que asistir la salud.


Es cierto que, en paralelo, las sociedades eran conscientes de que el concepto asistencial devenía insuficiente, porque los riesgos para la salud eran más amplios que los de carácter estrictamente personal. Veamos, brevemente, algunos ejemplos -los más significativos- de esta visión.


1.1.1 LEY DE COORDINACIÓN SANITARIA DE 1934


La Ley de 11 de junio de 1934, de Coordinación Sanitaria (Gaceta de Madrid:núm. 196, de 15/07/1934, pp. 538 a 543) creó un órgano administrativo en cada provincia que se denominaba Mancomunidad de Municipios de la provincia con el fin de organizar eficazmente los servicios sanitarios y benéfico-sanitarios.


Dicho órgano actuaba en su condición delegada del Ministerio de Trabajo, Sanidad y Previsión y asumía la alta dirección técnica y administrativa de los servicios sanitarios. Como curiosidad puede decirse que la Presidencia de la mancomunidad correspondía al Delegado de Hacienda de la provincia. Pero a los efectos que aquí interesan, debe tenerse en cuenta que, de conformidad con la Base 3ª de la Ley, los servicios sanitarios o benéfico-sanitarios tenían carácter municipal, provincial o interprovincial, aunque añadía que «pero siempre en concepto de servicios complementarios de la acción sanitaria del Estado» (Pemán Gavin, 1995).


Desde una perspectiva operativa, la Base 4ª establecía que a la Mancomunidad le correspondía, previo informe de los Inspectores Municipales de Sanidad, en el plazo de dos meses, emitir dictamen sobre los problemas sanitarios de su provincia, en relación, sobre todo, a la mortalidad, morbilidad y medidas que estime más adecuadas para resolverlo.


La función del Ministerio estaba centrada, previos los asesoramientos que se considerasen necesarios, a la realización de campañas conducentes para la reducción de la mortalidad, la morbilidad en el campo y en poblaciones del medio rural.


En todo caso resulta significativo que la Base 7ª regulara los fondos de la Junta entre los que incluía las consignaciones presupuestarias, las cantidades correspondientes al tanto por ciento señalado a cada Municipio para el sostenimiento de los Institutos Provinciales de Higiene; la cuota de sostenimiento de enfermos tuberculosos, leprosos y mentales acogidos en las Diputaciones provinciales; las consignaciones o dotaciones correspondientes a nuevos servicios; las cantidades importe de los auxilios convenidos por dichos centros oficiales; las cantidades importe de los auxilios convenidos por los Centros Oficiales para la instalación de centros de Higiene rural y de puericultura; el 25% del papel de pagos al Estado que se liquida por los Inspectores provinciales de sanidad.


1.1.2 LEY DE BASES DE LA SANIDAD NACIONAL DE 1944


La Ley de Bases de la Sanidad Nacional (BOE:núm. 331, de 26/11/1944, pp. 8908 a 8936) -en adelante, LBSS- es, sin duda, una de las normas de mayor calado e importancia histórica en materia sanitaria y se mantuvo en vigor hasta la publicación de la ‘Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad’ (BOE:núm. 102, de 29/04/1986, pp. 15207 a 15224). Conviene en estos momentos examinar algunos de sus postulados esenciales.


1.1.2.1 CONSIDERACIONES GENERALES DE LA LEY


El 25 de noviembre de 1944 se aprueba la Ley de Bases de la Sanidad Nacional. Según la Base Primera, los «servicios sanitarios del Estado dependerán del Ministerio de la Gobernación a través de la Dirección General de Sanidad». Desde esta misma perspectiva orgánica, la Base Segunda, creaba el Consejo Nacional de Sanidad, al que se atribuía función de asesoramiento al ministro, de informe de proyectos y disposiciones, de formulación de planes y algunas referidas a los aspectos asistenciales y farmacéuticos. La Base Tercera establecía la regulación de algunas denominadas Instituciones sanitarias centrales, entre las que se encuentra la Escuela Nacional de Sanidad y el Instituto de Hematología y los hospitales de enfermedades infecciosas.


A partir de este esquema orgánico se establecían determinaciones específicas en relación con la lucha contra las enfermedades infecciosas, la sanidad en puertos, fronteras y transportes.


La Base Sexta contenía una regulación de las estadísticas sanitarias. Las siguientes bases se referían a las medidas administrativas en la lucha contra la tuberculosis, el reumatismo y las cardiopatías, el paludismo, las enfermedades sexuales, la lepra y la dermatitis, el cáncer y la prevención en el ámbito de sanidad maternal e infancia.


Debemos recordar que este sistema público, fraccionado, con competencias en el área de salud pública y de carácter asistencial, funcionaba o se constituía al margen del sistema de aseguramiento social de la enfermedad que funcionaba desde el INP y que iba creciendo únicamente en la parte asistencial.


1.1.2.2 PRESTACIÓN DEL SERVICIO


La Base 14ª de la Ley de Bases de la Sanidad Nacional establecía que los servicios sanitarios provinciales estarán a cargo de las organizaciones sostenidas por la dirección General de Sanidad, las Diputaciones Provinciales y las Mancomunidades Sanitarias. Específicamente, se añadía, que los «Gobernadores civiles, como representantes del Gobierno en cada provincia, tendrán entre las facultades inherentes a su cargo, la de velar por el exacto cumplimiento de las disposiciones sanitarias que estimen convenientes para preservar la salud pública de epidemias, enfermedades contagiosas, focos de infección y otros riesgos análogos, dando cuenta inmediata al ministro de la Gobernación».


Adicionalmente, se añade que en cada provincia existirá un Jefe de Sanidad, del Cuerpo de la Sanidad Nacional, asistido por el número de médicos que se consideren necesarios para la buena marcha del servicio y de la administración sanitaria provincial, a cargo de funcionarios del Ministerio de la Gobernación o del administrativo sanitario. Estos jefes de sanidad, a los que específicamente se les requería que vivieran en el lugar del servicio, actuaban como delegados de la Dirección General de Sanidad y vigilaban el cumplimiento de las disposiciones sanitarias.


En cada provincia existiría un Consejo Provincial de Sanidad que tendrá la misión de asesorar a las Autoridades en los referentes a los problemas sanitarios de la provincia y que estaba presidido por el Gobernador Civil.


En el plano prestacional, la Base 20ª indicaba que los órganos para la función técnico-sanitaria en las provincias son los Institutos de Sanidad que estaban bajo la dirección del Jefe provincial de sanidad.


Finalmente, el modelo, en línea con la Ley de 1934, regulaba las mancomunidades sanitarias que tenían como finalidad principal el pago a los funcionarios sanitarios que no percibían sus haberes del presupuesto general y la regulación, en sintonía con aquella, los ingresos de los que disponían las Mancomunidades que se regían por una Junta Administrativa presidida por el Delegado de Hacienda.


Para completar la visión sobre el modelo cabe recordar que la Base 24ª regulaba la sanidad municipal a la que se atribuía la competencia para ejecutar las disposiciones de carácter sanitario, intimando a la constitución de un Consejo Municipal de Sanidad con funciones de información.


Es relevante recordar que la LBSS atribuye a los Ayuntamientos la obligación de proporcionar agua potable, de formación del padrón de viviendas, de policía sanitaria, profilaxis de determinadas enfermedades, evacuación de aguas negras y residuales, la inspección alimenticia, vacunaciones preventivas y sostenimiento de los Centros sanitarios locales.


Pero, sobre lo que afecta a este trabajo, debe citarse la Base 25º, sobre la ‘Higiene del trabajo, de la educación física y del deporte’, y en concreto establecía lo siguiente:




«Higiene de la educación física y del deporte.—Corresponde al Estado la inspección higiénico-sanitaria de la educación física y del deporte en cuanto son actividades que deben procurar el mejoramiento físico y moral de los españoles.


La dirección y ordenación de estas actividades físicas que integran el ejercicio del deporte y la educación física serán asumidas por los organismos designados oficialmente para esta función.


No será permitido el ejercicio de ningún deporte sin el previo reconocimiento médico. La educación física será obligatoria en la edad escolar para aquellos alumnos cuyo estado sanitario sea normal.


Corresponde al Estado, a través de sus organismos competentes, vigilar y comprobar que toda persona que haya de ejercer la enseñanza de la educación física y deportiva posea los conocimientos sanitarios suficientes y esté en posesión del título que lo acredite.


La Dirección General de Sanidad designará una Comisión, de técnicos en materia de Educación física y Deportes, que señalará las normas higiénico-sanitarias convenientes para el logro de una perfecta mejora física, proponiendo la prohibición de actividades deportivas cuya práctica sea perjudicial al desarrollo físico y salud de los españoles».





Con vocación de síntesis podríamos indicar que el modelo -admitiendo la función paralela de protección individual del INP- se centraba en los aspectos de salud colectiva y de salud pública y que las competencias orgánicas que se detallan en este apartado tenían una proyección más social que individual desde la perspectiva de la protección de la salud.


1.1.2.3 APROXIMACIÓN CONCEPTUAL


Las disposiciones a las que de una forma muy sucinta nos hemos referido en los apartados anteriores nos permiten señalar que, realmente, en la historia de la conformación del modelo han existido dos caminos: i) el de responsabilidad estatal -sanidad pública- y ii) el del aseguramiento de riesgos específicos. Este último se corresponde con la concepción reparadora de la salud.


Pero, en cualquier caso, estos modelos han aparecido a lo largo de la historia como vasos comunicantes, especialmente, en el trasvase de riesgos de la salud pública al aseguramiento específico.


La estructura de la organización sanitaria se nucleó, primero, en el INP, en las Mutualidades de Previsión y, finalmente, hasta las transferencias a las Comunidades Autónomas, en el Instituto Nacional de la Salud (INSALUD). El modelo sanitario, en sus aspectos prestacionales, es el que ha configurado los modelos de salud de las Comunidades Autónomas y el que, en la actualidad, conforma el denominado Sistema Nacional de Salud, creado específicamente en la ‘Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad’ (BOE:núm. 102, de 29/04/1986, pp. 15207 a 15224) -en adelante, LGS-.
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